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Discriminaciones
territoriales

El Estado de las Autonomias es un buen sistema admi-
nistrativo que, desarrollado adecuadamente, permite
adaptar la gesti6n piblica a las especificidades de cada
una de las 17 regiones que, como piezas de un mosai-
co, se unen para conformar Espafia. Sin embargo, el
método que establecieron los diputados constituyentes
en nuestra Carta Magmg:n descentralizar la ges-
tién de la cosa piblica, ha generado desequilibrios
que, 15 afios después de su entrada en vigor, se refle-
jan en el trasvase de actividad econdmica de unas co-
munidades auténomas a otras.

La transicién espafiola fue un momento politica-
mente muy delicado que precis6 de hébiles negociacio-
nes para avanzar hacia la normalizacién democrética.
Fruto de las cesiones que toda negociacién implica es
la ambigiiedad de algunos titulos de la Constitucién en
cuanto a la definicién clara de un modelo de Estado. El
Titulo VIII, que desarrolla la Organizacién Territorial
del Estado, no es una excepeitn. En su contenido hubo
que compaginar la propuesta de los nacionalistas cata-
lanes, que entendfan Espafia como un pacto entre na-
ciones —los comunistas iban més alld y pedfan que,
ademés, pudieran separarse libremente del mismo-—,

con el modelo federalista que defendié el PSOE y el
sistema provincialista por el que abogaba la entonces
Alianza Popular, hoy Partido Popular.

El tacto con que el Gobierno de la extinta T1CD al-
canzé el consenso tuvo como resultado final una orga-
nizacién territorial dividida en comunidades auténo-
mas —que a su vez se subdividfan en provincias, con la
excepcibn de Madrid, Murcia, La Rioja, Navarra, As-
turias y Cantabria—, donde unas contaban con un nivel
de competencias m4s elevado que otras en virtud de su
caricter de territorios histéricos, aunque transcurri-
dos cinco afios la Constitucién prevé que todas las
Autonomfas puedan alcanzar el mismo nivel de compe-
tencias mediante la reforma de sus respectivos Estatu-
tos de Autonomfa.

Soberania fiscal

Una de las consecuencias de esta estructura del
Estado es la desigualdad en materia de soberanfa fis-
cal que hay entre los territorios que accedieron a la
autonomia por el articulo 143 de la Constitucién y los
que lo hicieron por el 151. La capacidad normativa con
que cuentan unas comunidades y otras en este &mbito
es diferente segiin la via por la que se constituyeron, y
que, como ha denunciado Fernando Bécker, consejero
de Economfa de la Junta de Castilla y Le6n, genera
fuertes distorsiones en el mapa fiscal espafiol, porque
los regimenes forales —que tienen la posibilidad de ha-
cerlo— estén ofreciendo tratamientos fiscales diferen-
ciales en sus respectivos territorios para favorecer ia
instalacién de empresas en ellos.

Es preciso que todas las comunidades auténomas
cuenten con la misma capacidad normativa en materia
fiscal, de tal forma que todas las regiones puedan com-
petir con los mismos instrumentos en la captacién de
inversiones y sean, por tanto, las condiciones objetivas
de cada regién las que determinen la decisién final de
las empresas. No hay ningtin argumento juridico que
impida la homogeneizacién respecto a la capacidad
normativa fiscal, porque nuestra Constitucién no con-
sagra la desigualdad interterritorial, sino precisamen-
te todo lo contrario. Sélo en motivaciones politicas se
encuentra la explicacién para que hasta ahora no se
haya llevado a cabo la nivelacién de competencias en-
tre todas las autonomfas, como contempla la Ley Fun-
damental espafiola.

Pero la cuestién econémica del modelo autonémico
espafiol no se agota en la soberanfa fiscal. Queda atn
por resolver el problema de la financiacién auton6mica
y la filosoffa que debe sustentarla. En este sentido, el
acuerdo de financiacién autonémica que se firmé el 20
de enero del pasado afio suscitaba grandes esperanzas,
pero hasta ahora s6lo ha servido para promover un in-
teresante debate.

Uno de los temas pendientes €s el de la creacién
dei Fondo de Nivelacién de Servicios Minimos, un ele-
mento fundamental desde el punto de vista de la soli-
daridad interterritorial, que el articulo 156 de la Cons-
titucibn consagra al declarar que las comunidades
auténomas tienen que gozar de autonomia financiera
en el desarrollo y gestién de sus compewncias, con
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arreglo a los principios de coordinacién con la Hacien-
da estatal y de solidaridad entre todos los espafioles.

Pero para ?ue el modelo de financiacién autonémi-
ca pueda satisfacer el principio de solidaridad no pare-
ce adecuada la estructura que proponen los catalanes
de Convergencia i Uni6: una dotacién financiera direc-
tamente proporcional a la poblacién de cada comuni-
dad auténoma, la cesién del 15% del IRPF y la utiliza-
cién del Fondo de Compensacién Interterritorial y
otros instrumentos similares para compensar las desi-
gualdades.

Calidad en Ia prestacion de servicios

Esta estructura financiera est4 claramente en con-
tradiccién con el espfritu constitucional expresado en
el artfeulo 156. Distribuir los recursos del Estado de
acuerdo con el nimero de habitantes de cada regién
perjudica ostensiblemente a- aquellas que cuenten con
una densidad de poblacién menor y que se encuentre |
més dispersa geogrificamente. En este caso, la pres- '
tacién de los servicios piblicos transferidos a las co-
munidades auténomas no gozarén de la misma calidad
en las que estén més densamente pobladas que en las
que lo estén menos, porque la dispersién geogréfica
tiene un coste.

Es el principio de igualdad en la calidad de los ser-
vicios el que debe guiar la asignacion territorial de re-
cursos, de tal forma que todos los ciudadanos, sean de
donde sean, puedan disfrutar de las mismas prestacio-
nes en los servicios ptblicos, porque su razén de ser
estd en satisfacer aquellas necesidades para las que el
mercado, por las razones que sea, no puede dar una
respuesta eficaz y eficiente.

Para que las autonomfas puedan cumplir el princi-
pio anterior es preciso que cuenten con los recursos ne-
cesarios para llevar a cabo su labor, por lo que el prin-
cipio de suficiencia financiera se convierte en condi-
cién sine qua non para que la solidaridad pueda tener
caricter efectivo.

Pero las comunidades auténomas también deben
buscar la eficacia en la asignacién de los recursos, pa-
ra lo que es preciso un tercer principio: el de corres-
ponsabilidad fiscal. De esta forma, los gobiernos regio-
nales tendrédn que responder directamente ante los ciu-
dadanos de sus respectivas autonomfas de la gestién
de los recursos que ellos mismos han puesto a su dis-
posicién por via fiscal. Cuando se dediquen a derrochar
los recursos ptiblicos, los electores castigarén esta con-
ducta retirdndoles el voto; cuando satisfagan las nece-
sidades de los ciudadanos minimizando los costes, es-
tos les otorgaréin su confianza para seguir gobernan-
do. De esta manera se racionalizard la gestién de las
Haciendas regionales.

Por iltimo, las comunidades auténomas deben con-
tar con autonomfa financiera para que puedan adaptar
sus planes de gasto a los ingresos previstos sin tener
que depender de concesiones del Gobierno central.

La ordenacién econdmica y financiera de las suto-
nomfas ain estd pendiente de resolver, y es urgente
hacerlo cuanto antes, respetando los principios ante-
riores e igualando el nivel de competencias.



